




La Asamblea Legislativa Plurinacional (ALP) 
respaldó la gestión del ministro de Hidrocarburos y 

Energías, Marcelo Blanco, tras una intensa jornada 
de interpelación sobre los contratos y el suministro 

de combustibles en el país, realizada el 25 de agosto. 
Con 76 votos por el Orden del Día Puro y Simple y 50 

abstenciones frente a 25 votos por la censura, el 
Parlamento le otorgó un voto de confianza que frena 

cualquier intento de destitución y consolida la continuidad 
de su equipo al frente de la cartera energética.

Durante su intervención ante los asambleístas, el ministro 
defendió su gestión bajo los pilares de transparencia, 

legalidad y una política de cero tolerancia a la 
corrupción. Asimismo, descartó categóricamente 

cualquier intención del Ejecutivo de privatizar la 
estatal petrolera, atribuyendo la actual crisis de 

carburantes a problemas estructurales 
acumulados durante los últimos veinte años 

que hoy exigen soluciones de fondo.



Uno de los momentos más álgidos del debate se dio 
cuando Blanco pidió disculpas públicas a la 
ciudadanía por las largas filas en los surtidores, 
señalando directamente a una «mafia» enquistada 
en Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos 
(YPFB) y en la Agencia Nacional de Hidrocarburos 
(ANH). La autoridad enfatizó que estas 
irregularidades no quedarán impunes y abogó 
por sanciones drásticas para sanear la 
cadena de suministro y garantizar la 
certidumbre en el mercado interno.

Con este respaldo legislativo, el 
Ministerio de Hidrocarburos y Energías 
gana un «necesario aire político» para 
enfrentar los desafíos de abastecimiento y 
depuración institucional. Lejos de cerrar el 
capítulo, el voto de confianza marca el inicio de 
una etapa de alta presión donde la 
administración actual deberá demostrar con 
hechos y resultados que la promesa de ordenar el 
sector energético es una realidad.





Para demostrar la eficacia y seguridad de este proceso, la 
delegación realizó una visita técnica al Centro 
Multipropósito de Irradiación en El Alto, donde se llevó a 
cabo una degustación de alimentos irradiados que 
comprobó su total inocuidad y posicionó a la 
infraestructura boliviana a la par de los estándares 
mundiales. Facundo Deluche, gerente de programas 
del OIEA para América Latina, recalcó que esta 
tecnología no solo garantiza la seguridad alimentaria, 
sino que potencia de manera directa la sofisticación 
técnica y la capacidad exportadora del país.

La agenda concluyó conectando la innovación 
con el corazón agroindustrial boliviano al 
trasladarse a Santa Cruz, donde los expertos 
visitaron la empresa Totaí Citrus, en Cuatro 
Cañadas, para conocer de cerca el potencial 
productivo en su origen. Con la tecnología 
nuclear como puente y una sólida alianza 
entre los sectores público, privado e 
internacional, Bolivia abre un 
camino de desarrollo sin límites 
para consolidar su presencia en los 
mercados del mundo.





Mediante los decretos supremos 5697 y 
5699, el Gobierno nacional dispuso la 
intervención por 180 días de Yacimientos 
Petrolíferos Fiscales Bolivianos (YPFB) y 
de la Agencia Nacional de Hidrocarburos 
(ANH), conformando una comisión de 
autoridades ministeriales para 
investigar redes de corrupción, 
contrabando y desvío de 
combustibles.

La medida tiene como objetivos 
centrales el saneamiento institucional, la 

realización de auditorías técnicas y legales, 
y la normalización del abastecimiento de 

gasolina y diésel en todo el país. La comisión 
interventora para YPFB está integrada por 

autoridades de los ministerios de Hidrocarburos 
y Energías; Economía y Finanzas Públicas; 

Producción Sostenible, Medio Ambiente y Agua; y 
Obras Públicas, Servicios y Vivienda, además del 

Viceministerio de Transparencia Institucional y Lucha 
Contra la Corrupción. Para el caso de la ANH actúan los 

mismos interventores, a excepción del Ministerio de 
Economía y Finanzas Públicas.

De entrada, las investigaciones detectaron accesos 
irregulares de extrabajadores a los sistemas de 

nominación en YPFB, despachos de carburante 
sin factura previa y esquemas de desvío de 

combustibles que derivaron en la 
aprehensión de implicados y la 

recuperación de más de un millón de litros.



Un informe oficial develó que detrás de las filas en los 
surtidores y el motor cansado de los vehículos aguardando 
diésel, se escondía una arquitectura invisible de impunidad. 
Durante años, la ANH operó sobre una red deliberadamente ciega: 
un sistema B-SISA vulnerado desde sus entrañas para neutralizar el 
control del Estado boliviano.

La comisión interventora —liderada por el ministro de Hidrocarburos y 
Energías, Marcelo Blanco, y el ministro de Producción Sostenible, Óscar Mario 
Justiniano— sacó a la luz los hallazgos de un peritaje forense de datos ordenado 
bajo el Decreto Supremo 5699, promulgado durante la gestión del presidente Rodrigo 
Paz Pereira. Los números estremecen tanto como la audacia del fraude: nueve 
vulnerabilidades informáticas estratégicas fueron puestas al descubierto, un sabotaje 
técnico que no solo debilitó la fiscalización estatal, sino que alimentó redes 
irregulares cuyas responsabilidades ya son derivadas ante el Ministerio Público y la 
Contraloría General del Estado.

Los detalles de la auditoría parecen extraídos de un guion de 
ciberdelincuencia. Entre las anomalías detectadas figuran desde una 
«puerta trasera» en el módulo de Ventas Importadas que permitía 
despachar carburante sin dejar rastro en el registro central, hasta el 
insólito atajo de la tecla F7, un comando que anulaba cualquier regla 
de control para surtir sin límite ni validación B-SISA. A esto se 
sumaba la exposición flagrante de contraseñas impresas a la vista 
en el propio código fuente de los servidores, la desactivación de 
alertas por cargas repetidas —que permitía a una sola 
motocicleta cargar hasta 50 veces en un mismo día— y un 
sistema de desbloqueo automático que «limpiaba» a 
vehículos sospechosos sin el aval de ningún supervisor. 
Por si fuera poco, el sistema B-SISA validaba códigos 
con un criterio sumamente débil (verificar 
únicamente si la etiqueta terminaba en una letra de 
la A a la J), mientras que las antenas de lectura 
automatizada yacían en el abandono para forzar 
la digitación manual de placas, abriendo un 
ancho margen para el fraude con vehículos 
clonados o tanques modificados.



La respuesta técnica de la 
intervención fue inmediata y 

contundente para frenar la 
sangría operativa. Con la 

incorporación de 20 especialistas 
informáticos y la integración en 

tiempo real del B-SISA con la base de 
datos del Servicio de Identificación 

Personal (SEGIP), las autoridades lograron 
parchar el sistema a nivel nacional e 

implementar un nuevo control de 
repetitividad y pistolas de lectura en estaciones 

de servicio. Esta reingeniería rindió sus primeros 
frutos al evitar el desvío de 22 millones de litros de 

combustibles líquidos, bloqueando a redes que 
operaban con dobles tanques y placas superpuestas.

En paralelo, la logística ha marcado récords de despacho 
nacional con 13,1 millones de litros entregados en una sola 

jornada, al tiempo que se agilizó la importación privada 
autorizando 12 de 19 trámites semanales (con la meta de elevar 

el ritmo a 30) y enviando cisternas móviles con 25 000 litros de 
diésel para garantizar la cosecha del sector quinuero en Oruro.







Con una inversión de USD 12 millones, YPFB Chaco 
puso en marcha el ambicioso proyecto de 
terminación y prueba de producción del pozo 
Montecristo 9 (MTC-9), con la previsión de elevar en 
un 13 % la oferta nacional de gas natural y en un 40 % 
la de combustibles líquidos.

Esta operación piloto trae al país maquinaria y 
procedimientos de vanguardia internacional, 
diseñados específicamente para desafiar formaciones 
de baja permeabilidad en las profundidades de las 
formaciones Huamampampa y Los Monos.

El verdadero valor de este proyecto radica en su 
carácter pionero, ya que funcionará como un 

laboratorio técnico para evaluar la viabilidad de 
explotar recursos hidrocarburíferos complejos en 

el territorio nacional. El conocimiento adquirido 
abrirá la puerta a nuevos horizontes 

exploratorios y reducirá drásticamente el 
riesgo geológico en futuras campañas, 

marcando un antes y un después en la forma 
de hacer ingeniería petrolera en Bolivia.

















En menos de 45 segundos y con 
frecuencia diaria, esta producción 
audiovisual informa de manera ágil y 
breve a través de Bolivia Tv y redes 
sociales sobre los operativos que 
desarrollan las áreas de inteligencia y 
fiscalización de la Agencia Nacional de 
Hidrocarburos (ANH), actualmente intervenida.

De esta forma, se da cuenta de las 
irregularidades detectadas por la intervención 
con el objetivo de determinar 
responsabilidades «caiga quien caiga», tal 
como encomendó el presidente de Bolivia, 
Rodrigo Paz Pereira, al ministro de 
Hidrocarburos y Energías, Marcelo Blanco 
Quintanilla.








